
FÓRMULA DENUNCIA 

Señor Juez: 

          Mónica Edith Frade y Marcela Campagnoli, diputadas nacionales 

por la Provincia de Buenos Aires, con domicilio real y legal en peatonal 

Rivadavia N.° 328, piso 1, de Quilmes y electrónico 2312759682, nos 

presentamos y decimos: 

I)             Objeto 

          Que, en virtud de lo dispuesto en los artículos 177, inc. 1, y 277, 

inc. 1, del CPPN, venimos a formular la correspondiente denuncia para que se 

investigue la posible comisión de los delitos previstos en los artículos 193 y 

siguientes, 248, 256 bis, 261, 266, 268 y concordantes del Código Penal, de los 

que serían penalmente responsables los funcionarios Julio César Pereyra, 

Daniel González, Arnaldo Medina, Juan José Mussi, Ernesto Villanueva, el Dr. 

Ariel Sáez de Guinoa y cualquier otro que resultare del impulso de la presente 

investigación, así como sus colaterales, ascendientes y descendientes, 

miembros del gabinete de la Municipalidad de Florencio Varela y ediles de ese 

HCD. 

 De confirmarse, sean pasibles de penas máximas y ejemplares, aptas 

para recomponer la confianza pública y la del propio poder judicial. 

  

                            II-Hechos-Antecedentes     

                            El 30 de enero de 2020, la Organización Mundial de la 

Salud (OMS) declaró el brote del nuevo coronavirus como una emergencia de 

salud pública de importancia internacional (ESPII) en el marco del Reglamento 

Sanitario Internacional, escenario para el cual los países deben preparados en 

cuanto a la contención, vigilancia activa, detección temprana, aislamiento, 

manejo de casos, rastreo de contactos y prevención de la propagación de la 

infección.  

Luego de que la OMS declarara la existencia de una pandemia y la 

constatación de la propagación de casos del nuevo COVID-19 en nuestro país, 

se dispuso la ampliación de la emergencia pública en materia sanitaria 



establecida por la Ley 27.541 por el plazo de un año, mediante el dictado del 

DNU 260/2020. El plazo comenzó a correr a partir de la entrada en vigencia del 

citado DNU. 

            El DNU 260/2020 facultó a la autoridad sanitaria a adoptar las medidas 

que resultaren oportunas, sumadas a las ya adoptadas desde el inicio de la 

situación epidemiológica, con el objeto de minimizar los efectos de la 

propagación del virus y su impacto sanitario. 

  La Resolución 568/2020 del Ministerio de Salud dispuso que la 

Secretaría de Acceso a la Salud y sus áreas dependientes serían las 

encargadas de establecer los lineamientos técnicos de los actos 

administrativos a emitir por el Ministerio de Salud de la Nación, en su calidad 

de autoridad de aplicación del DNU 260/2020. 

   Mediante la Resolución 2883/2020 del 29 de diciembre de 2020, el 

Ministro de Salud estableció “El Plan Estratégico contra la COVID-19 en la 

República Argentina”. La Resolución 2883/2020 se encuentra publicada en 

Infoleg, en el  “Digesto Emergencia Sanitaria COVID 19-Normativa Actualizada” 

(página 232) y viene acompañada de un Anexo donde aparece, en 

forma  detallada, cómo han de realizarse las vacunaciones de los distintos 

grupos a los que se especifica por su vulnerabilidad y exposición al riesgo de 

contraer la enfermedad. El detalle de los segmentos prioritarios no alberga 

ambigüedad alguna. 

  El Plan Estratégico se ajustó a criterios científico-sanitarios y no era 

susceptible de interpretaciones políticas de ninguna índole. Esto resulta más 

que lógico, por cuanto las vacunas son un recurso muy escaso que 

obligadamente deben administrarse en función de esas prioridades 

estrictamente definidas. 

  La normativa, según profusa información mediática, fue 

generalizadamente violada. Desde los diferentes ministerios de salud, nacional, 

provincia de Buenos Aires y sus municipios, se terminaron organizando, en 

forma paralela al sistema legal en curso, un mecanismo de distribución de las 

vacunas totalmente arbitrario y preferente, para favorecer a personas 



relacionadas exclusivamente por amistad, pertenencia a un espacio político o 

recomendación.  

Alguna estimación refiere que se habrían malversado unas 3000 dosis 

de vacunas. Los beneficiarios de este mecanismo irregular de vacunación son 

integrantes de familias del poder, quienes aprovecharon su cercanía con el 

bien escaso.  

 La nómina de personalidades de la política, el empresariado, los 

derechos humanos, el sindicalismo, etcétera, aparecen publicados en los 

matutinos La Nación y Clarín del día 20 de febrero del corriente, con lujo de 

detalles. Cabe destacar que este escándalo ya había comenzado a estallar con 

las denuncias sobre la actuación similar del diputado Juan Vázquez de Santa 

Cruz, de intendentes y concejales.  

  Es de destacar que estas maniobras que implican a tantas personas no 

podrían haber sido solamente una decisión del señor Ginés González García 

tomada en solitario. Tampoco una mecánica ilegal instrumentada solo y 

exclusivamente en el orden nacional. La geografía de la Provincia de Buenos 
Aires replicó la misma generalizada mecánica y, dentro de ella, 
numerosos municipios. 

El gobernador Axel Kicillof, desde el mes de diciembre del año 2020, 

anunció reiteradamente la aplicación de 2.000.000 de vacunas mensuales, 

previendo que dicha campaña comenzara en el mes de enero y estimando, al 

mes de junio de 2021, un número de 12.000.000 de habitantes bonaerenses 

vacunados. 

La página oficial de la Provincia de Buenos Aires, al día 3 de marzo del 

año 2021, informa lo siguiente, transcribo textual: 

 

“¿Quiénes tienen prioridad para recibir la vacuna? 

Nuestro país, al igual que otros países del mundo, va a recibir al principio una cantidad limitada 

de vacunas, que luego crecerá durante la primera mitad de 2021. 

Por eso, al inicio del plan de vacunación, algunos grupos tendrán prioridad sobre otros de 

acuerdo con la exposición a la enfermedad, por las funciones estratégicas que tengan o por los 



riesgos que presenten. La vacunación será en etapas, voluntaria y sin importar si la persona 

ya tuvo o no la enfermedad. 

Además, la vacunación comenzará en las grandes ciudades porque es donde se presenta la 

mayor cantidad de casos de enfermedad o muerte por COVID-19. 

La vacuna será provista por el Estado nacional para quienes integran la población objetivo 

definida, más allá de su cobertura sanitaria o nacionalidad. 

1-Personal de establecimientos de salud públicos y privados (de manera escalonada según el 

riesgo de su actividad; por ejemplo, quienes trabajan en unidades terapia intensiva o en 

guardias tienen una actividad más expuesta).En total son aproximadamente 763 mil 
trabajadores. 

2-Adultos mayores de 70 años y quienes viven en establecimientos geriátricos. 

3-Adultos mayores de 60 años. 

El total de adultos que son mayores de 60 o viven en geriátricos son 

aproximadamente 7.375.000. 

4-Personal de las Fuerzas Armadas, de Seguridad y de servicios penitenciarios. 

El total de personal de las Fuerzas Armadas y de Seguridad es aproximadamente 500 mil. 

5-Adultos de entre 18 y 59 años que presentan factores de riesgo. 

Son personas diabéticas (insulinodependientes o no), con obesidad grado 2 (índice de masa 

corporal -IMC- mayor a 35) y grado 3 (IMC mayor a 40), con enfermedades cardiovasculares, 

renales o respiratorias crónicas. El total es aproximadamente 5.653.000 personas. 

6-Personal docente y no docente de los niveles educativos inicial (jardín), primaria y 

secundaria). 

El total es aproximadamente 1.300.000. 

Otras poblaciones estratégicas que definan las jurisdicciones, habitantes de barrios populares, 

personas en situación de calle, pueblos originarios, personas privadas de libertad, migrantes. 

Este esquema puede cambiar a partir de nueva evidencia científica, la situación epidemiológica 

o la disponibilidad de dosis”. 

 

Continúo con transcripciones de la página oficial del Gobierno de la Provincia de 

Buenos Aires: 



 

 

“¿Por qué es tan importante la vacunación contra la COVID-19? 

La estrategia argentina busca garantizar que las vacunas estén disponibles en todo el 
territorio nacional y que la población objetivo la reciba de manera gratuita, equitativa e 
igualitaria. 

El Plan Estratégico para la vacunación contra la COVID-19 en Argentina es una estrategia 

nacional que se rige por un marco ético que incluye el principio de equidad, con una base 

técnica sólida, y que será coordinada, participativa y multisectorial, con la firme convicción de 

que debe abogarse por la conciencia solidaria de la comunidad que favorezca la vacunación en 

forma voluntaria…. 

Al continuar en esa página el el ítem “Monitor Público de vacunación” nos encontramos con los 

datos que a continuación se exponen: 

Provincia Distribuidas    total Aplicadas 1° Aplicadas 2° 
 

Buenos Aires 856205 319434 115734 
 

     

” 

          

 Los números oficiales confirman que no sólo no se vacunaron los 

4.000.000 de bonaerenses que el gobernador había comprometido pública y 

reiteradamente, sino que el número es sustancialmente diferente. Casi dos 

realidades entre lo anunciado y lo concretado. 

         ¿Por qué expongo los datos oficiales? Porque de ellos surge la extrema 

escasez de un bien que resulta extremo para el personal de salud, para los 

adultos mayores, internados en geriátricos, docentes y no docentes, personal 

de seguridad y aquellos que poseen severas comorbilidades. 

         Una demanda trascendió y se intensificó recién cuando el día 2 de 

febrero del año en curso una de las revistas de divulgación científica más 

destacadas, a saber, The Lancet, confirmó su efectividad. Hasta entonces, 

https://www.argentina.gob.ar/coronavirus/vacuna/plan-estrategico


apenas estaba iniciada la tercera etapa de experimentación, no se 

recomendaba para mayores de 60 años y ningún respaldo internacional la 

había avalado. 

          Este avance científico, sumado a la publicidad oficial que señalaba que el 

“COVID-19 mata y que lo único que salva es la vacuna”, hizo que las 

inscripciones para los turnos verificaran un aumento exponencial. 

          A la par de esta avalancha pugnando por turnos, el oficialismo utilizó 

esas escasas vacunas para sus preferentes: familiares, amigos y compañeros 

políticos. 

           Estos delitos coronan un año pandémico en el que, paradojalmente, los 

juzgados federales quedaron sobrepasados con denuncias por aplicación del 

artículo 205 del Código Penal. Se imputaba, sin ton ni son, poner en riesgo la 

salud de la población. 

           ¿Qué hacen quienes se roban vacunas para los suyos, aprovechando 

una ubicación pública preferente?  

           ¿Acaso no matan a quienes, debiendo recibirla por ser personal de 

salud, ancianos, docentes personal de seguridad o enfermos, deberían haberla 

recibido?  

   Dicho todo esto, uno de los lugares físicos de salud que obró de 

espacio para que estas ilegales preferencias tuvieran lugar fue el Hospital de 

Alta Complejidad Dr. Néstor Carlos Kirchner, conocido como Hospital del 

Cruce, dirigido por el Dr. Ariel  Sáez de Guinoa, un varelense y docente de la 

Universidad de esa misma localidad. 

   Allí, alterando el sistema de referencia, recibieron la Sputnik V, de 

modo preferencial e ilegal –entre otros–, el exintendente del Partido de 

Florencio Varela, hoy diputado provincial, Julio César Pereyra. El sistema SISA 

así lo dejo corroborado, cuya información fue recogida por el periódico 

varelense Mi Ciudad, dirigido por el Dr. Alejandro César Suarez, que así lo 

informaba: 



 “Confirmadas las vacunaciones VIP de Julio Pereyra -figurando como "personal de salud"… 

fuentes del nosocomio informaron a MI CIUDAD que la Jefa de Comunicación del Hospital El 

Cruce, Analía Coronel, y el Director de Infraestructura del centro asistencial, Ezequiel Mazzoni, 

ya habrían recibido las dos dosis de la Sputnik V. Coronel es la pareja del Secretario en 

Calidad de Salud de la Nación y ex director del Hospital, Dr. Arnaldo Medina, ratificado por 

Vizzotti en su cargo después del "Vacunagate". Leonardo Simioli, chofer y "mano derecha" de 

Medina, también habría sido vacunado. Si bien todos ellos integran el área de Salud, su 

vacunación significaría una alteración en el orden de prioridades dispuesto por el propio 

gobierno nacional, más aún teniendo en cuenta que al día de hoy muchos empleados -inclusive 

los que están en contacto directo con los pacientes- no recibieron las vacunas 

correspondientes…”. Recuperado de 

https://m.facebook.com/story.php?story_fbid=2567358210223904&id=1448659245427145&pre

view_rid=2569629899996735 

 

           Como bien expresa la nota, se vacunó Pereyra, “entre otros”. Esa 

vacunación preferente lo era a sabiendas de la alteración ilegal, para lo cual 

también se falseó la información documental (artículos 193 y siguientes del 

Código Penal), consignando que el nombrado lo hacía como “personal de 
salud”.  

  

          Esta mención admite el pleno conocimiento de que –ese y, desde luego, 

no otro- era el personal beneficiario de modo prioritario y excluyente a cualquier 

otro. Si así no fuera, se hubiera consignado con su carácter de funcionario 

público, denominado ex post “estratégico”. 

 

          Como “personal de salud”, ya habría recibido incluso su esquema de 

vacunación completo los días 25 de enero y 18 de febrero. 

  

              Pereyra no es la primera vez que recibe trato preferente. También lo es 

de parte del propio Poder Judicial, remiso para avanzar en la determinación 

sobre el origen de su patrimonio, el de exesposas, colaterales y descendientes. 

Nunca mejor aplicada la máxima “hoy por ti, mañana por mí”, y así es que 

llegamos a este punto, de consagrada impunidad, frente a la posibilidad cierta 

de la muerte de un “beneficiario”, que no pudo ser. 

  

https://m.facebook.com/story.php?story_fbid=2567358210223904&id=1448659245427145&preview_rid=2569629899996735
https://m.facebook.com/story.php?story_fbid=2567358210223904&id=1448659245427145&preview_rid=2569629899996735


          Su prioridad, excluyendo a un personal de salud, docente o de 

seguridad, no fue óbice para expresiones públicas demagógicas; de allí, su tuit 

del día 15 de febrero próximo pasado:  

 

Julio Pereyra  

@PereyraJulio 

  

Nuestro Gobierno está haciendo un gran esfuerzo para garantizar la 

#vacunación contra el #COVID19 de toda la población. Es muy importante que 

entre todos y todas colaboremos para que aquellos que quieran vacunarse 

puedan hacerlo. 

Recuperado el 5 de marzo de https://twitter.com/PereyraJulio/status/1361320863526776832  

    

 

El Hospital del Cruce tiene una conducción integrada por su Director y 

un Consejo de Administración, presidido por la Dra. Mariela Mussi, hija del 

Intendente del Partido de Berazategui (según información, también vacunado 

de modo preferente) y por un Consejo de Administración, integrado por los 

siguientes vocales: la doctora Susana Fernández (médica, exdiputada provincia 

de Bs. As. 2001/2005), el doctor Jonatan Konfino (Secretario de Salud de 

Quilmes y docente de la UNAJ) y el contador Daniel González (funcionario de 

la Municipalidad de Florencio Varela desde el año 2012).  

  

          Omitiré detalles de los vínculos cruzados de todos ellos, tanto en el plano 

político como en el académico. La Universidad Arturo Jauretche (UNAJ), 

situada a 300 metros del Hospital, está conducida por el Lic. Ernesto 

Villanueva, oportunamente denunciado por ante este mismo Juzgado hace ya 

algunos años. 

  

           También en esa ocasión se destacó sus vínculos con Julio César 

Pereyra y la de todos ellos, con la Fundación Arturo Jauretche (homónima de la 

Universidad), desde donde triangulaban el dinero del Mercosur para 

https://twitter.com/PereyraJulio
https://twitter.com/PereyraJulio
https://twitter.com/hashtag/vacunaci%C3%B3n?src=hashtag_click
https://twitter.com/hashtag/COVID19?src=hashtag_click
https://twitter.com/PereyraJulio/status/1361320863526776832


malversarlo. La investigación parecía “atractiva” y sumamente documentada. 

Parecía. 

  

           Destaco estos antecedentes para que se comprenda que el vacunatorio 

ilegal reúne a casi todos los personajes políticos tradicionales, del Partido de 

Florencio Varela, aunque aquí se habría sumado –y así pido se investigue– el 

actual Intendente del Partido de Berazategui, cuya hija, como mencioné, es 

justamente la presidente del Consejo de Administración de este hospital. 

 

            El reparto de vacunas aquí viene a reproducir esa “familia política” de la 

zona de Quilmes, Florencio Varela y Berazategui.  

           

          Lo expuesto conduce a la necesidad de avanzar en la investigación, 

entre otras cosas, verificando los registros del sistema SISA y la propia 

documentación obrante en sede del Hospital de referencia. 

Asimismo, qué responsabilidad le cupe a su Director, sin perjuicio de la 

responsabilidad penal de todos quienes, vinculados a los nombrados, hubieran 

accedido a la vacuna, sin trámite administrativo previsto y sorteando las 

limitaciones por actividad, edad y ocupación. 

 Esto es insoslayable si tomamos en cuenta los datos oficiales de la 

página de la Provincia de Buenos Aires (“Buenos Aires vacunate”), 

puntualmente correspondiente a la Municipalidad de Florencio Varela. 

Al día 4 de marzo, consultado el Monitor Público de la página oficial de la 

provincia de Buenos Aires, en el segmento “Sala de situación”, tenemos que en 

Florencio Varela se aplicaron 8128 dosis de vacunas, de las cuales 6550 

fueron primera dosis y sólo 1578 en segunda dosis. 

Los datos arrojan una preocupante escasez de vacunas y una altísima 

demanda. En este contexto, burlar las prioridades en desmedro de los 

segmentos verdaderamente útiles a la sociedad merece el mayor rigor de la 

norma penal. 

Se investigue si los funcionarios señalados, sus ascendientes, 

descendientes y colaterales, así como el resto de los funcionarios integrantes 



del gabinete de la Municipalidad de Quilmes, colaterales, ascendientes y 

descendientes, incurrieron en los comportamientos previstos en los tipos 

penales citados. 

 

 

III-           Encuadre jurídico 

              Para llegar a configurar los presupuestos de hecho: acceso a una 

vacuna sin tramitar los turnos por vía de la página, burlar a la norma que 

determinan las prioridades y condiciones bajo las cuales deben acceder a este 

beneficio, debió configurarse el tipo penal previsto en el artículo 256 bis del 

Código Penal. 

El sujeto activo del delito en estudio puede ser cualquier persona, pero la 

influencia con la que se negocia debe referirse a un funcionario público. Por 

ello, para cometer este delito, no se requiere ser funcionario público, sino sólo 

se requiere tener la influencia que se ofrece. El artículo 256 bis del CP no 

requiere que el acto sea propio de un funcionario, sino tan sólo que sea relativo 

a tales funciones, capaz de afectar el bien jurídico tutelado por la ley penal al 

reprimir los delitos contra la administración pública. 

   Estamos frente a un bien escaso, con campañas oficiales que definen 

a la “vacuna” como sinónimo “vida”, como el único camino para sobreponerse a 

la pandemia. Este contexto torna propicio la consumación de este delito y, por 

ello, a sus autores los debe situar en el sitio de máxima consecuencia penal.  

           Finalmente, el artículo 261 del CP establece en lo pertinente que: “será 

reprimido con reclusión o prisión de dos a diez años e inhabilitación absoluta 

perpetua, el funcionario público que sustrajere caudales o efectos cuya 

administración, percepción o custodia le haya sido confiada por razón de su 

cargo”.  

Las vacunas son caudales públicos tal como lo entiende tanto la doctrina 

como la jurisprudencia. En efecto, el vocablo “caudales” además del dinero 

comprende toda clase de bienes con el alcance que les daba el art. 2312 del 

antiguo Código Civil, hoy art. 16 del Código Civil y Comercial de la Nación. 



Sobre este aspecto del significado del término caudales corresponde 

confrontar: Andrés D’ Alessio “Código Penal de la Nación-Comentado y 

Anotado”, págs.. 1294 y 1298, T.II, Ed. La Ley, Bs. As., 2009; Edgardo Alberto 

Donna “Derecho Penal- Parte Especial” Tomo III, págs.  297 y 309, Ed. 

Rubinzal Culzoni, Santa Fe, 2008; y Marco Antonio Terragni “Tratado de 

Derecho Penal”, tomo III, págs.. 477/478, Ed. La Ley, Bs. As.,  2012.  

Las vacunas habrían sido sustraídas del canal legal previsto. En efecto, 

se entiende por “sustraer” la idea de apartar, separar, extraer y, en el peculado, 

según Donna, se materializa en la idea de separar o apartar los bienes de la 

actividad patrimonial de la administración pública para un destino que beneficia 

personalmente al funcionario o a un tercero.  

Las vacunas fueron extraídas o separadas de las que debían aplicarse 

según las normas establecidas por la Administración para ser utilizadas en 

beneficio de los favoritos del régimen, en un contexto de clandestinidad y sin 

sujeción a ningún criterio que no fuera el de lo que se llama vulgarmente 

“acomodo”. Se tendrá que tener particularmente en cuenta que, en los 

registros, los beneficiarios ilegales se registraron como “personal de salud”, a 

sabiendas de que era este, y no otro, el primer y único beneficiario, hasta estar 

todos vacunados.  

 La lesión más grave no es al patrimonio del Estado, sino al normal 

funcionamiento de la administración pública que no podrá contar con esos 

recursos para la población de riesgo o vulnerable y a la confianza pública, 

entendida como tranquilidad de que los agentes actúan en forma proba. 

Los presuntos beneficiarios de esas maniobras habrían expresado no 

solamente una actitud de egoísmo oligárquico de la peor especie, sino, 

además, transitado una concepción del Estado reñida con el sistema 

republicano y democrático de gobierno.   

Finalmente, tendrá que investigarse si los registros sobre las condiciones 

de los beneficiarios fueron alterados, apareciendo como personal de salud, 

quien no lo es. 

“Así entonces como lo expresa la doctrina… la fe pública debe 

entenderse como “la confianza que terceros indeterminados depositan en la 



autenticidad, inmutabilidad y veracidad de determinados valores, signos o 

instrumentos, para relacionarse jurídicamente con él, en cuanto reúnen 

requisitos de forma y destino prescriptos por una ley del Estado, y que permite 

a estos circular, autenticar actos u objetos, o servir de prueba de un derecho”, 

en  Oderigo. 

Puntualmente, en nuestro Derecho penal, más allá de intentarse 

preservar la fe pública en sentido propio, se intenta proteger la confianza 

general en la autenticidad y veracidad de los objetos en cuanto medio 

indispensable para que aquellos cumplan acabadamente sus fines jurídicos”. 

 

IV)            Pruebas 

              Sin perjuicio de las pruebas que estime pertinente la Fiscalía 

Interviniente se acompañan las correspondientes publicaciones periodísticas 

donde se pone de manifiesto el escándalo que se ha suscitado.  

1-Se solicita la urgente obtención de los registros obrantes en el Hospital 

de Alta Complejidad Néstor Carlos Kirchner, en el que se consignan lo 

siguiente: 

-Totalidad de vacunas recibidas de Nación y Provincia de Buenos Aires, 

hasta la fecha. 

-Totalidad de personal de salud activo que se desempeña en ese 

hospital, con discriminación de mayores y menores de 60 años. 

-Cantidad de personal del punto anterior vacunado, con indicación de 

fechas y cantidad de dosis. 

-Totalidad de personal externo al nosocomio que haya sido vacunado, 

con indicación de fechas y número de dosis. En cada caso indicando si se 

vacunaron consignando ser “personal de salud”. 

-Si surge de esos registros que se hayan vacunado: Julio César Pereyra, 

Juan José Mussi, Daniel González, Ernesto Villanueva, Arnaldo Medina, 

Jonatan Konfino. 

Sin perjuicio de los nombrados, se determine totalidad de personal ajeno 

al nosocomio que haya recibido la vacuna, con particular interés, los miembros 



del gabinete de la Municipalidad de Florencio Varela, su Intendente, el 

Presidente del Honorable Consejo Deliberante y la totalidad de los ediles. Lo 

propio en relación con el personal administrativo que se desempeña en la 

Universidad Arturo Jauretche. 

2- Se periten los registros de las Cámaras de Seguridad del hospital 

desde el mes de Diciembre y hasta la fecha, a los efectos de constatar ingreso 

y egreso de funcionarios legislativos, del ejecutivo o judicial. 

 

V)           Petitorio   

Por todo lo expuesto, solicitamos:  

Se tenga por presentada la presente denuncia y el domicilio constituido; 

Se tenga por ofrecida la prueba.  

Se le dé a la presente el trámite previsto en el artículo 194 y 

concordantes del CPPN. 

  

                                  Proveer de conformidad. Será Justicia. 

 

 

  
 
   
 
 

 

 

 


	“¿Por qué es tan importante la vacunación contra la COVID-19?

